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SALA DE DECISION PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, ocho (8) de julio de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.612

Hora: 7:10 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
La Sala decide en primera instancia lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry en contra de del Departamento Nacional de Planeación DNP y del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y educación. 
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. El joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry  informó que se graduó como bachiller en el año 2014, año en el cual obtuvo un puntaje en los exámenes de Estado de 328 y como para esa misma anualidad se encontraba afiliado al SISBEN en el municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, accedió a un préstamo de largo plazo que le ofreció el ICETEX de Pereira en la Universidad de Santa Rosa de Cabal UNISARC, el cual consiste en que UNISARC subsidiaba el 15% del valor de la matrícula, el proyecto “ACCES- ICETEX”  25% adicional y recibiría un salario mínimo legal mensual vigente como subsidio de mantenimiento en cada semestre.

Con el fin de acceder al préstamo mencionado, toda vez que su padre no cuenta con los recursos para sufragar una carrera profesional,  el actor se inscribió según el formulario de solicitud No.2030448 con fecha de radicado el 6 de enero de 2015, el cual fue aprobado el 16 de enero de ese año, por un valor de $2.140.000 por semestre para estudiar la carrera de Biología en UNISARC durante 10 semestres.

Admitió el accionante que cuando diligenció el formulario antes aludido, no advirtió que en la casilla donde dice SISBEN aparecía “NO TIENE SISBEN”, lo que no es cierto.

Indicó el actor que el 27 de mayo de 2015 su padre presentó un derecho de petición ante el ICETEX solicitando en su nombre y representación la tarjeta de  sostenimiento por ser beneficiario al crédito ACCES-ICETEX y por ser en esa época menor de edad, la cual fue negada mediante el oficio del 2015-06-09 con radicado No.2015029576 por cuanto el actor no aparecía registrado en la base de datos del SISBEN, solicitud que fue reiterada el 28 de junio de 2015 y a la cual se anexaron todos los documentos pertinentes con el fin de demostrar la afiliación al SISBEN.  Así  mismo, indicó que su padre dirigió un derecho de petición a la doctora Astrid Yuritza Rodríguez, Líder Canal de atención  del ICETEX de Bogotá por medio del cual se insistió en la reclamación de la asistencia por ser estudiante; sin embargo, dicha funcionario respondió el 2015-11-26 que el subsidio de sostenimiento se autoriza previa validación del cumplimiento de requisitos en la etapa de adjudicación del crédito y no en etapas posteriores y además, que la responsabilidad de la información y actualización de los registros en las bases de datos era del DNP y en tal sentido, no era viable atender favorablemente su petición.

Señaló que el DNP contestó el 30 de noviembre de 2015 su petición en el sentido de que el joven Saldarriaga Echeverry se encontraba en las  bases de datos certificadas por el SISBEN registrado con un puntaje de 46.16 sin que se observara cambio alguno en este, y que el CETEX es el responsable de definir los beneficiarios de sus programas.

Por lo anterior y pese las gestiones realizadas por el padre del accionante cuando era menor de edad, consideró que el ICETEX y el DNP le están vulnerando sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y educación, ya que no le otorgan el subsidio económico del Gobierno a los estudiantes que han accedido a los préstamos ACCES de largo plazo en el programa “Ser pilo si paga” y por tener los requisitos como un puntaje de 328 en el ICFES, promedio académico superior a 4.0 por semestre, pudiendo las entidades demandadas acceder a la información que da cuenta de que es beneficiario del SISBEN. Además, de que otros dos compañeros en iguales condiciones a las suyas vienen gozando del beneficio económico de condonación porcentual del crédito, sin que hayan tenido que pasar por la tortuosa situación a la cual viene enfrentado.

En el acápite de pretensiones, solicitó: i) tutelar sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, educación y demás derechos conexos y ii) ordenar al ICETEX y al DNP que en un término de 48 horas se disponga a quien corresponda que se le pague el subsidio de sostenimiento al que tiene derecho desde el 1º de enero de 2014 (sic) a la fecha, subsidio que se deberá pagar hasta que las circunstancias que dieron origen al mismo subsistan, en razón de haber cumplido con los requisitos de la convocatoria. 

2.2. El accionante adjuntó copia de los documentos a los que hizo alusión en su demanda, visibles a folios 1 al 51.
2.3. Mediante auto del 23 de junio de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a las entidades demandadas (folio 76).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. ICETEX
Informó que de acuerdo al certificado emitido por la Dirección de Crédito con fecha del 24 de junio de 2016 se encontró que el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry es beneficiario de un crédito con solicitud No.2630448 de la línea ACCES-ACCES, modalidad de matrícula aprobado en 16/01/2015 para el período 2015-1 para cursar primer semestre del programa de Biología en UNISARC.  Al respecto, el ICETEX realizó los desembolsos por concepto de matrícula para los períodos 2015-1, 2015-2 y 2016-1.

Explicó que el SISBEN es la herramienta de focalización autorizada por el Gobierno Nacional para el manejo de programas sociales y entrega de subsidios y que la base de datos oficial correspondiente a la población registrada en el SISBEN es generada por el DPN, la cual es consultada por el ICETEX que no es responsable de la información allí contenida, ni de las actualizaciones que presenta la misma.  Así mismo, indicó que el subsidio otorgado a los estudiantes con crédito ICETEX se asigna previa validación del cumplimiento de requisitos en el proceso de adjudicación del crédito educativo más no en etapas posteriores.  Estas condiciones con que se evalúa el crédito a nivel de SISBEN no podrán ser modificadas por el beneficiario del crédito educativo.
Señaló que cuando se validó la adjudicación del crédito estudiantil al joven Saldarriaga Echeverry el 16/01/2015, este no se encontraba en la base de datos oficial entregada por el DNP, razón por la cual no es procedente el otorgamiento del subsidio de sostenimiento, toda vez que mediante la información allegada por el beneficiario para la solicitud y entrega del crédito no obra constancia de que haya referido situación alguna referente a su puntaje de SISBEN, situación que fue mencionada por el accionante en su demanda de tutela en el numeral 7 de los hechos; por lo tanto, bajo el reglamento de subsidio, la información allegada con posterioridad a la adjudicación es una modificación y no genera obligación del ICETEX para su otorgamiento, de acuerdo con lo dispuesto en el Acuerdo 013 de 2015.  En tal sentido, consideró que el ICETEX obró conforme a la protección de los derechos del accionante, garantizándole la continuidad de su proceso educativo. 
Consideró que la presente acción de tutela es improcedente por las siguientes razones: i) inexistencia de violación de derechos fundamentales al actor; ii) aplicación del principio “nemo auditor propiams turpitudinem allegans” (nadie puede alegar en su favor su propia culpa, por la incuria del accionante al diligenciar el formulario de solicitud de crédito; iii) por ausencia de violación de los derechos fundamentales a la educación, a la igualdad y debido proceso del accionante, ya que para negar su solicitud de crédito, se verificó la normativa vigente que indica los requisitos para acceder al mismo; iv) por carencia actual de objeto e v) inexistencia de un perjuicio irremediable.
Por lo anterior, solicitó denegar el amparo solicitado (Fls. 83-85).

Adjuntó copia del certificado de crédito a nombre del joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry y de la Resolución No.1071 de 2013 (Fls. 86-90).

3.2. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN -DNP
Consideró que el DNP no es el responsable de la presunta vulneración de los  derechos fundamentales invocados por el accionante por no ser la autoridad competente para otorgar los programas a los beneficiarios del SISBEN, como lo son los departamentos, los municipios y los distritos, de acuerdo a lo establecido en la Ley 715 de 2001.
Aclaró que el papel del DNP frente al SISBEN consiste en depurar la base de datos que alimentan las entidades territoriales, diseñar los controles de calidad para el efecto e implementar el SISIBEN, pero la operación y la aplicación de éste corresponde a las territoriales, así como la tarea de aplicar encuestas, reclasificar personas o definir la entrada o salida de los programas sociales, las que luego serán remitidas al DNP para que se surta el proceso de validación y publicación dentro de las fechas de corte establecidas en las resoluciones Nos.4060 del 11 de noviembre de 2014 y la 3900 de 2015.

Indicó que revisada la base de datos del SISBEN III correspondiente al corte del 26  copia de mayo de 2016, se encontró que Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry, de Santa Rosa de Cabal, área 2, tiene un puntaje de 46.16 con fecha de modificación 2014/10/28 y en cumplimiento de las recomendaciones del Conpes Social 117, el DNP prestó la asesoría técnica necesaria a las entidades que utilizan el SISBEN como herramienta de focalización para seleccionar y asignar subsidios y como resultado, cada una de ellas definió los puntos de corte para los programas de su competencia. Por lo tanto, señaló que frente al subsidio de sostenimiento al cual pretende acceder el actor, es el ICETEX el que directamente el que debe resolver su petición por ser la entidad que administra el programa de educación.
Por lo anterior, solicitó que se desvincule al DNP declarando la falta de legitimación en la causa por pasiva, o en su defecto negar las pretensiones de la demanda (Fls. 91-94).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala está habilitada para pronunciarse respecto de la acción constitucional interpuesta, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 86 de la Constitución Nacional; 37 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.  
4.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto
Corresponde a este Tribunal determinar si el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry se le han vulnerado sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y de educación por el hecho de habérsele negado el subsidio de sostenimiento, de manera que proceda el amparo invocado.
4.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.

4.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013):
El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. En cuanto a servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.
 
4.5. DEL CASO EN CONCRETO
4.5.1.  El joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry acudió al juez de tutela con el fin de que se ordene a las entidades demandas le sea otorgado el subsidio de sostenimiento al que considera tiene  derecho por cumplir con los requisitos y por ser beneficiario del crédito ACCES-ICETEX, el cual fue reclamado mediante derecho de petición del 27 de mayo de 2015 y reiterado a través de otros escritos; sin embargo, el ICETEX ha sido reiterativo al afirmar que no es posible otorgar el  mencionado auxilio  con fundamento en que si al momento de haberse adjudicado el crédito no se cruzó con la base de datos del DNP, no puede otorgarse el subsidio posteriormente, de conformidad con el Acuerdo No.013 del 30 de abril de 2015.

4.5.2.   Con respecto al derecho fundamental al debido proceso invocado por el accionante, el mismo se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política según el cual “se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas”. Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha decantado el alcance del derecho fundamental al debido proceso como “el deber de las autoridades, tanto judiciales como administrativas, de respetar y garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción[19]. Así mismo, lo ha definido como un principio inherente al Estado de Derecho que “posee una estructura compleja y se compone por un plexo de garantías que operan como defensa de la autonomía y libertad del ciudadano, límites al ejercicio del poder público y barrera de contención a la arbitrariedad”[20].
 
Sobre el derecho al debido proceso administrativo la Corte desde sus inicios ha definido su alcance explicando que con la Carta de 1991 se produjo una innovación al elevar a rango de fundamental un derecho tradicionalmente de rango legal. En el texto Superior anterior ese derecho buscaba inicialmente asegurar la libertad física extendiéndose posteriormente a procesos de naturaleza no criminal y demás formas propias de cada juicio. Con la nueva Constitución se amplió su ámbito garantizador con el deber de consultar el principio de legalidad en las actuaciones judiciales y en adelante las administrativas[21].
 
Dicha extensión a las actuaciones administrativas busca garantizar la correcta producción de los actos administrativos y comprende “todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias administrativas, cuando crea el particular que a través de ellas se hayan afectado sus intereses” (Ver Sentencia T-079 de 2015)

 
4.5.3. Al respecto, esta Sala consultó la página web del ICETEX y en el link del “subsidio de sostenimiento” se encontró que el mismo es un auxilio económico que el Gobierno Nacional aprobó para ayudar a los estudiantes a resolver los gastos personales que en éstos genera la asistencia a clases, el cual está dirigido a los estudiantes beneficiarios del ICETEX con un crédito educativo de las líneas de pregrado, que cumplan con las siguientes características (folio 98): 
· Está disponible un subsidio de sostenimiento equivalente a $755.300 por semestre, valor que tiene un incremento anual de acuerdo con el índice de
Precios al Consumidor (IPC).

· Para acceder a este subsidio debe estar registro en el Sisbén dentro de los puntos de corte establecidos por el Ministerio de Educación Nacional, así: 
	No. de área
	Área
	Rango

	1
	14 Ciudades, Son las 14 principales ciudades sin sus áreas metropolitanas, Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena, Cúcuta, Bucaramanga, Ibagué, Pereira, Villavicencio, Pasto, Montería, Manizales y Santa Marta.
	Entre 0 y 54 puntos

	2
	Resto Urbano: es la zona urbana diferente a las 14 principales ciudades, los centros poblados y la zona rural dispersa de las 14 principales ciudades
	Entre 0 y 52,72 puntos

	3
	Rural
	Entre 0 y 34,79 puntos


·    También podrán acceder al subsidio de sostenimiento los beneficiarios de crédito Acces, identificados mediante un instrumento diferente al Sisbén para las poblaciones víctimas del conflicto armado en Colombia, Indígenas, Red Unidos y Reintegradas. 
4.5.4. De conformidad con lo anterior y con base en las pruebas que obran dentro de la foliatura, este Tribunal advierte que el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry cumple con cada uno de los requisitos para ser acreedor del subsidio económico ofertado por el ICETEX, toda vez que el mismo es beneficiario de un crédito de la línea ACCES-ACCES con solicitud No.2630448, modalidad matrícula aprobado el 16/01/2015 para el período 2015-1 para cursar primer semestre en el programa de Biología en UNISARC, en el que según el ICETEX se le han realizado 3 desembolsos correspondientes a los períodos 2015-1, 2015-2 y 2016-1 (folio 86). Así mismo, pertenece al DNP SISBEN reportando un puntaje de 46,16 con fecha de modificación del 2014/10/28 y en estado de validado (folio 12), quien cuando aún era  menor de edad, diligenció el formulario de inscripción de solicitud de crédito del ICETEX, y tal como él mismo lo acepta, omitió llenar el espacio correspondiente al SISBEN (folio 3) con el puntaje antes mencionado y el cual no ha sido objeto de modificación, según se desprende del certificado a corte del 14 de noviembre de 2014  (folio 12)  y el de corte a 15 de mayo de 2015 (folio 13).  Dicha vinculación al SISBEN  está igualmente ratificada por la Secretaría de Planeación Municipal de Santa Rosa de Cabal (folio 17) y por el DNP cuando respondió al padre del accionante un derecho de petición, mediante el oficio No.20155320701271 del 30 de noviembre de 2015 (folio 33).
4.5.5. Adujo el ICETEX que el subsidio otorgado a los estudiantes con crédito se asigna previa validación del cumplimiento de requisitos en el proceso de adjudicación del crédito educativo más no en etapas posteriores y que por tanto, al momento de la adjudicación del crédito al actor, no cruzó con la base de datos del DNP, por lo tanto, el subsidio no podía ser otorgado al mismo, de conformidad con el parágrafo del artículo 7º del  Acuerdo 013 de 2015 que señala “Los beneficiarios de crédito educativo que modifiquen su condición a Nivel de Sisben o población vulnerable posterior a la adjudicación del crédito educativo no tendrán derecho a este beneficio”.

Sin embargo, para esta Sala no son de recibo los planteamientos del ICETEX, toda vez antes de que el actor se inscribiera según el formulario de solicitud No.2030448,  esto es el 6 de enero de 2015, el cual fue aprobado el 16 de enero de ese año, por un valor de $2.140.000 por semestre para estudiar la carrera de Biología en UNISARC durante 10 semestres (folio 3), pertenecía al SISBEN con un puntaje de 46.16, el que según el DNP se mantiene con corte al 26 de mayo de 2016 y que el joven Saldarriaga Echeverry se encuentra registrado en la base de datos del SISBEN III desde el 28 de octubre en la ficha No.23537 de Santa Rosa de Cabal (folio 93).  
4.5.6.  Por tal razón, el  Acuerdo 013 de 2015 no se le puede aplicar al accionante, quien por el hecho de pertenecer al SISBEN, población a la que se le ha dado la connotación de pobre y vulnerable, lo hacen sujeto de especial protección por parte del Estado, máxime que el accionante desde cuando era menor de edad aparece en las bases de datos con la misma calificación que le fue otorgada desde la encuesta realizada a su grupo familiar el 27 de octubre de 2014 (folio 16).  Frente al derecho fundamental de la igualdad, el artículo 13 de la Constitución Nacional indica que “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado  promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” (Subrayas propias).
4.5.7. En tal virtud, el informe que reposa sobre la calidad de beneficiario del SISBEN III del joven Saldarriaga Echeverry es verídico, por lo tanto, esta Sala considera que el hecho de haber omitido llenar correctamente el formulario de inscripción para el crédito estudiantil, no es un yerro de tal magnitud que lleve consigo la denegación del subsidio de mantenimiento de los semestres que ha venido cursando el accionante, sino que por el contrario se cercenan las oportunidades reales del estudiante, de solventar sus gastos personales con ocasión de sus estudios superiores, pese a acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para tal auxilio.

Como consecuencia de lo analizado, esta Sala tutelará los derechos fundamentales al debido proceso, la educación y la igualdad al joven Saldarriaga Echeverry.  Por lo tanto, ordenará al ICETEX que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la  notificación del presente fallo, resuelva la solicitud del subsidio de sostenimiento para el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry teniendo en cuenta todos los documentos que aportó con la demanda de tutela y en los que se advierte que el mismo está registrado en la base de datos del DNP SISBEN III desde el 2014/10/28 con un puntaje de 46.16, situación que se mantiene hasta el corte del 26 de mayo de 2016.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: 
TUTELAR al joven  Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry los derechos fundamentales al debido proceso, la educación y la igualdad.
SEGUNDO: ORDENAR al ICETEX que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la  notificación del presente fallo, resuelva la solicitud del subsidio de sostenimiento para el joven Andrés Felipe Saldarriaga Echeverry teniendo en cuenta todos los documentos que aportó con la demanda de tutela y en los que se advierte que el mismo está registrado en la base de datos del DNP SISBEN III desde el 2014/10/28 hasta el 26 de mayo de 2016 con un puntaje de 46.16.

TERCERO: DESVINCULAR al DNP de la presente actuación. 

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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